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DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 11.745
BRASIL
21 de julio de 2011
PRESUNTAS VÍCTIMAS: 

16 indígenas Yanomami
PETICIONARIO: 
Centro por la Justicia y el Derecho Internacional – CEJIL, Human Rights Watch/Americas, Programa Venezolano de Educación y Acción en Derechos Humanos – PROVEA, y Oficina del Vicariato Apostólico de Puerto Ayacucho
VIOLACIONES ALEGADAS: 
Artículos 1.1, 4, 5, 8, 21, 22, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“la Convención Americana”)

INICIO DEL TRÁMITE:


19 de agosto de 1997
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS
1. Los peticionarios denuncian la supuesta negligencia y omisión del Gobierno brasileño en la masacre de 16 indígenas Yanomami (“las presuntas víctimas”), en junio y julio de 1993, en la región de Haximú, Venezuela. En efecto, los peticionarios afirman que, entre los meses de junio y julio de 1993, garimpeiros (mineros) brasileños asesinaron en dos incidentes a 16 indígenas Yanomami en la región de Haximú, incluyendo a ancianos, mujeres, niñas y niños.  Posteriormente, conforme a los peticionarios, a fin de escapar de posibles retaliaciones del pueblo indígena, los garimpeiros se habrían fugado desde Venezuela a través de aeropuertos ilegales de la región, hacIa la ciudad de Boa Vista, estado de Roraima, en Brasil.
2. Según los peticionarios, luego de la masacre los gobiernos de Brasil y Venezuela firmaron un acuerdo bilateral (Comissão Bilateral), conforme al cual se decidió que Brasil se ocuparía de investigar lo ocurrido y sancionar a los responsables.  Los peticionarios señalan que una inspección en el área de la masacre determinó que los hechos habrían ocurrido en territorio venezolano, pero en virtud de tratarse de un crimen de genocidio
, supuestamente perpetrado por garimpeiros brasileños,
 se acordó que la investigación y procesamiento de la Masacre de Haximú correspondía a la competencia de la Justicia Federal brasileña.
3. En su última comunicación presentada el 16 de julio de 2004, los peticionarios indican que a dicha fecha habían transcurrido 11 años desde la Masacre de Haximú sin que hubiera una decisión definitiva sobre los recursos de la jurisdicción interna.  En base a lo anterior, los peticionarios alegan que hay retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos y que la petición es admisible, conforme al artículo 46.2.c de la Convención Americana.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO
4. Conforme al Estado, el Ministerio Público Federal presentó una denuncia penal sobre los hechos por el crimen de genocidio ocurrido en Venezuela contra siete personas, y el 21 de diciembre de 1996 se publicó la sentencia de primera instancia que, por una parte condena a 5 garimpeiros por los crímenes contra los 16 indígenas Yanomami a penas agravadas de aproximadamente 20 años de reclusión; y que por la otra absuelve a los otros dos reos por falta de pruebas. Adicionalmente el Estado sostiene que, pese a que todos los condenados presentaron recursos de apelación, el único recurso que fue admitido para examen fue el de João Pereira de Morais, en virtud de que la legislación interna no admite el recurso de apelación para condenados prófugos.  De acuerdo al Estado, por lo tanto, la sentencia de primera instancia hizo cosa juzgada y es definitiva para cuatro de los reos condenados.  El Estado observa que el Ministerio Público Federal también presentó recursos de apelación respecto de los dos reos absueltos.
5. Al respecto, el Estado enfatiza las complejidades de la investigación de la Masacre de Haximú en virtud de las propias circunstancias de los hechos.  En ese sentido, el Estado se refiere a las dificultades mencionadas en la sentencia condenatoria de primera instancia, como por ejemplo el hecho de que el crimen hubiera sido perpetrado en la jungla amazónica, en un lugar del territorio venezolano de muy difícil acceso; que, las autoridades brasileñas sólo tuvieron noticia de lo ocurrido mucho tiempo después de la masacre; y que de acuerdo a la costumbre Yanomami se creman los cuerpos de sus muertos, lo que imposibilitó que constaran en autos los exámenes necroscópicos de las presuntas víctimas.  Pese a dichas dificultades, el Estado resalta que su actuación diligente permitió identificar a los culpables y condenarlos en primera instancia 3 años y 5 meses después de los hechos.
6. El Estado informa que el Tribunal Regional Federal emitió su sentencia de segunda instancia sobre los hechos de esta petición, en la que se anuló la sentencia de primera instancia, por considerar que los hechos deberían haber sido juzgados por un tribunal de jurado, ya que se trataba de un crimen doloso contra la vida.  El Estado indica que en razón de lo anterior, y a fin de asegurar la confirmación de la sentencia condenatoria de los cinco garimpeiros, el 29 de marzo de 1998 el Ministerio Público Federal interpuso un recurso especial ante el Superior Tribunal de Justicia (“STJ”) y un recurso extraordinario ante el Supremo Tribunal Federal (“STF”).  Según el Estado, el 12 de septiembre de 2000 el STJ emitió su decisión respecto del recurso especial, y reafirmó la competencia del juez federal –-y no del tribunal de jurado-– para examinar acciones penales sobre el crimen internacional de genocidio.  El Estado resalta que el STJ decidió lo anterior tomando en cuenta que el crimen de genocidio va más allá de un crimen contra la vida, pues configura un crimen de lesa humanidad practicado por quien, intencionalmente, pretende destruir, totalmente o parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso.  Señala el Estado que lo anterior surge de la Convención para la Prevención y Represión del Crimen de Genocidio de las Naciones Unidas (1948)
, así como de la Ley Nº 2.889, de 1º de octubre de 1956.  Consecuentemente, el Estado señala que el STJ reconoció que el bien jurídico al que se refiere este caso no es la vida de un individuo en sí misma, sino la vida en común de un grupo de personas, en el caso específico, de los indígenas Yanomami.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
7. El 6 de diciembre de 1996, la Comisión Interamericana recibió la petición inicial presentada por los peticionarios.  El 19 de agosto de 1997, la CIDH trasmitió al Estado las partes pertinentes de la denuncia.  Mediante notas presentadas el 19 de noviembre de 1997 y el 25 de noviembre de 1997, la Comisión Interamericana recibió la respuesta del Estado brasileño sobre la petición.
8. Asimismo, la CIDH recibió información adicional de los peticionarios en las siguientes fechas: 17 de junio de 1997, 3 de septiembre de 1997, 16 de septiembre de 1997, 8 de enero de 1998, 26 de marzo de 1998, 30 de junio de 1998, 8 de abril de 1999, 20 de septiembre de 1999, 1º de marzo de 2000 y 16 de julio de 2004.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.  Por otra parte, la Comisión Interamericana recibió información adicional del Estado respecto de la petición en las siguientes fechas: 25 de febrero de 1998, 27 de mayo de 1998, 3 de agosto de 1998, 21 de junio de 1999, 27 de diciembre de 1999 y 1º de marzo de 2004.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a los peticionarios.
9. El 3 de mayo de 2000, la CIDH envió comunicaciones a ambas partes a fin de averiguar si había interés en iniciar un proceso de solución amistosa respecto de esta petición.  En dichas comunicaciones, la CIDH hizo referencia a la petición P-11.706 sobre hechos “complementares a los hechos discutidos en la petición 11.745”, presentada contra el Estado de Venezuela por los mismos peticionarios.  Asimismo, “en carácter informativo” la Comisión Interamericana adjuntó a las comunicaciones una copia del acuerdo de solución amistosa firmado el 10 de diciembre de 1999 por Venezuela y los peticionarios de la P-11.706
.

10. El 27 de abril de 2010, la CIDH solicitó información actualizada a ambas partes, a fin de posibilitarle examinar la admisibilidad de esta petición y determinar si sus motivos existen o subsisten. Los peticionarios no presentaron la información solicitada. El Estado presentó información actualizada el 4 y el 14 de junio de 2010. La CIDH trasladó esa comunicación a los peticionarios el 9 de junio de 2010. En virtud de la falta de información actualizada de parte de los peticionarios, el 8 de octubre de 2010, la CIDH reiteró sus solicitudes anteriores respecto de información actualizada sobre los hechos, a fin de determinar si existen o subsisten los motivos de la petición, indicándoles que, de no recibirse la información solicitada, la CIDH podría archivar el expediente. Los peticionarios no han presentado la información solicitada hasta la fecha.

IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO
11.
Tanto el artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.

12.
La CIDH toma nota que se inició una investigación penal en Brasil respecto de los hechos ocurridos en Venezuela.  En ese sentido, los peticionarios alegaron que, en el marco de dicha investigación, la falta de diligencia de las autoridades brasileñas había impedido la efectiva sanción de los responsables por la Masacre de Haximú; y que los hechos supuestamente permanecen en la impunidad.  La información disponible indica que el 20 de diciembre de 1996 se emitió una sentencia condenatoria de primera instancia por el crimen de genocidio. En efecto, dicha sentencia estableció que:
La constatación [de la intención de practicar genocidio] también resulta del hecho de que los garimpeiros mataron todos los indígenas que encontraron en su camino.  Hombres, mujeres, niños.  Su furia no se dirigía a ningún indígena específico, sino a todos los miembros del grupo étnico.  De lo anterior resulta también la competencia de este juez federal. No se trata de crimen doloso contra la vida, sino de crimen contra el grupo étnico – los indígenas [Yanomami] 
.
13.
Al respecto, la CIDH toma nota que la sentencia de primera instancia determina la absolución de dos de los reos por falta de pruebas de su participación y la condena de Pedro Emiliano Garcia, Eliézio Monteiro Neri, Juvenal Silva, Francisco Alves Rodrigues y João Pereira de Morais a penas de 20 años y seis meses por los crímenes de genocidio, daño a propiedad y asociación para el genocidio, con las agravantes establecidas por la Ley 8.072/90 de Crímenes Atroces  (Lei dos Crimes Hediondos)
. La referida sentencia de primera instancia fue anulada en apelación por el Tribunal Regional Federal (“TRF”) de la 1ª Región, que decidió que la competencia originaria para juzgar los crímenes era de la justicia estadual ordinaria, a través de un tribunal de jurado, y no del juez federal
.  Dicha decisión fue emitida el 30 de junio de 1998.

14.
La Comisión Interamericana observa que la cuestión respecto de la competencia originaria para juzgar el genocidio perpetrado contra el Pueblo Yanomami llegó a las más altas cortes de Brasil a través de un recurso especial y un recurso extraordinario presentados por el Ministerio Público Federal, ante el STJ y el STF, respectivamente.  Conforme a la información disponible en autos, el 12 de noviembre de 2000 el STJ emitió sentencia sobre el recurso especial en la que indicó que el genocidio es un crimen especial, que consiste en la destrucción intencional de grupos humanos, raciales, religiosos o nacionales
.  Dicha definición es la establecida en la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, ratificada por Brasil el 15 de abril de 1952, y en la Ley N° 2.899 de 1 de octubre de 1956.  Adicionalmente, el STJ sostuvo que “todas las acciones que caractericen el crimen de genocidio no son de competencia del Tribunal de Jurado, toda vez que dichos delitos no se dirigen, directamente, sólo contra la vida del individuo, sino contra un grupo o parte de un grupo de personas”, y que consecuentemente, “el bien jurídico tutelado es la vida en común de los grupos de hombres, de la comunidad de pueblos, es decir, de la etnia”
.  Finalmente, dispuso que el TRF debería juzgar, en segunda instancia, el fondo de las apelaciones presentadas por las partes
.
15.
La referida decisión del STJ en relación con la competencia originaria para juzgar el delito de genocidio fue recurrida por los reos condenados mediante el Recurso Extraordinario RE 351487 presentado ante el STF.  La CIDH toma nota que ese recurso extraordinario fue rechazado por el STF el 3 de agosto de 2006
.  Posteriormente, el TRF emitió su decisión sobre el fondo de las apelaciones contra la sentencia condenatoria de primera instancia el 1º de septiembre de 2009, en la que mantuvo la condena a los reos; y además agregó a la pena de 20 años y seis meses por genocidio, la pena adicional de 1 año y dos meses de reclusión por el crimen de “destrucción, sustracción u ocultamiento de cadáver” establecido en el artículo 211 del Código Penal brasileño.  Esta decisión hizo cosa juzgada el 3 de noviembre de 2009, en virtud de la cual los perpetradores de los hechos de genocidio contra el Pueblo Yanomami han sido condenados mediante una decisión judicial definitiva
.
16.
Han transcurrido más de trece años desde que se inició el trámite el 19 de agosto de 1997 y, pese a reiteradas solicitudes enviadas a los peticionarios, la Comisión Interamericana carece de los elementos necesarios para determinar si existen o subsisten los motivos de esta petición. Teniendo en cuenta la falta de dichos elementos, la CIDH decide archivar la presente petición, de conformidad con el artículo 48.1.b de la Convención Americana y el artículo 42.1.a del Reglamento de la CIDH.
Dado y fimado en la ciudad de Washington, D.C., a los 21 días del mes de julio de 2011.  (Assinado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vice-Presidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vice-Presidente; Felipe González y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión.

� El Comisionado Paulo Sérgio Pinheiro, de nacionalidad brasileña, no participó en las deliberaciones y la votación sobre el presente informe, de conformidad con el artículo 17.2.a del Reglamento de la CIDH.  Asimismo, teniendo en cuenta que consta en los documentos de autos que la Comisionada Luz Patricia Mejía Guerrero, en representación del peticionario PROVEA, actuó como consejera y/o representante de dicha organización durante el trámite de esta petición, la Comisionada Mejía tampoco participó en las deliberaciones o la votación sobre el presente informe, de conformidad con el artículo 17.2.b del Reglamento de la CIDH.


� Asimismo, los peticionarios sostienen que Brasil violó el artículo 39 de la Carta Internacional Americana de Garantías Sociales (1948), de conformidad con el artículo 29.b de la Convención Americana.


� Los peticionarios se refieren a la Ley brasileña no. 2.289, de 1 de octubre de 1956, que define el crimen de genocidio.


� Conforme a los peticionarios, el artículo 7, I, d del Código Penal brasileño establece la competencia de la justicia brasileña para casos en que el agente sea brasileño.


� Según el Estado, dicha convención fue ratificada por Brasil el 15 de abril de 1952 (a través del Decreto nº 30.882).


� Dicho acuerdo incluye medidas sobre la vigilancia y el control del Área Yanomami, sobre la situación de salud del Pueblo Yanomami, sobre la investigación judicial de la Masacre de Haximú (El Estado se comprometió a “hacer un seguimiento de la investigación judicial sobre el proceso penal que se adelanta en Brasil, a fin de que se establezcan las responsabilidades y se apliquen las sanciones penales correspondientes”) y medidas legislativas de protección de los pueblos indígenas, incluso la ratificación del Convenio N° 169 de la OIT.


� Sentencia de primera instancia emitida en el Proceso N° 93.000574-0, por el Juez Federal Itagiba Catta Preta Neto en Boa Vista, Roraima, el 20 de diciembre de 1996, pág. 11 – Anexo de la comunicación presentada por el Estado el 25 de septiembre de 1997 y Anexo de la comunicación presentada por los peticionarios el 16 de septiembre de 1997. (Traducción libre del portugués original: “Tal constatação também se deflui do fato de que os garimpeiros mataram todos os silvícolas que encontraram em seu caminho. Homens, mulheres, crianças. Sua fúria não se dirigia contra nenhum silvícola especificamente, mas a todos os membros do grupo étnico. Daí, também, a competência deste juízo singular. Não se tratou de crime doloso contra a vida, mas de crime contra o grupo étnico – os silvícolas”.)


� Véase Sentencia de primera instancia emitida en el Proceso N° 93.000574-0, por el Juez Federal Itagiba Catta Preta Neto en Boa Vista, Roraima, el 20 de diciembre de 1996, págs. 41 y 42 – Anexo de la comunicación presentada por el Estado el 25 de septiembre de 1997 y Anexo de la comunicación presentada por los peticionarios el 16 de septiembre de 1997.


� Sentencia de segunda instancia emitida en el Proceso N° 93.000574-0, por el TRF de la 1ª Región, en Brasília, Distrito Federal, el 30 de junio de 1998 – Anexo I de la comunicación presentada por los peticionarios el 20 de septiembre de 1999.


� Véase Sentencia sobre el Recurso Especial N° 222.653, emitida por el STJ, el 12 de septiembre de 2000, págs. 63 y 64 – Anexo II de la comunicación presentada por los peticionarios el 20 de septiembre de 1999.


� Véase Sentencia sobre el Recurso Especial N° 222.653, emitida por el STJ el 12 de septiembre de 2000, pág. 65 – Anexo II de la comunicación presentada por los peticionarios el 20 de septiembre de 1999.


� Véase Sentencia sobre el Recurso Especial N° 222.653, emitida por el STJ el 12 de septiembre de 2000, pág. 67 – Anexo II de la comunicación presentada por los peticionarios el 20 de septiembre de 1999.  Traducción libre del portugués original: “todas as ações que configurem o crime de genocídio não estão subordinadas ao Tribunal do Júri, posto que estes delitos não se dirigem, em primeira linha, somente contra a vida do indivíduo, mas sim contra um grupo ou parte de um grupo de pessoas” y “o bem jurídico tutelado é a vida em comum dos grupos de homens, da comunidade de povos, ou seja, da etnia”.)


� Véase Sentencia sobre el Recurso Extraordinario N° 351487, emitida por el STF el 3 de agosto de 2006 – Anexo I de la comunicación presentada por el Estado el 14 de junio de 2010.


� Véase Sentencia sobre la Apelación Criminal N° 1997.01.00.017140-0, emitida por el TRF de la 1ª Región el 1 de septiembre de 2009 – Anexo II de la comunicación presentada por el Estado el 14 de junio de 2010.





